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Radicado: 11001-03-15-000-2021-03056-00
Demandante: Salomón Tapasco Velásquez

  CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá D.C., veintidós (22) de julio de dos mil veintiuno (2021)

Referencia: 
ACCIÓN DE TUTELA
Radicación:
11001-03-15-000-2021-03056-00
Demandante:
SALOMÓN TAPASCO VELÁSQUEZ
Demandados:
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA Y OTROS

Temas: 
Tutela de fondo – límites a la garantía constitucional a la protesta pacífica cuando se afectan los derechos de terceros – obstrucciones a las vías – carencia actual de objeto por hecho superado

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver, en primera instancia, la acción de tutela ejercida por el señor Salomón Tapasco Velásquez contra la Presidencia de la República, la Gobernación del Valle del Cauca, la Alcaldía de Santiago de Cali, la Policía Nacional y el Ejército Nacional. 

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de amparo

1. Con escrito enviado por correo electrónico el 26 de mayo de 2021
, al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado
, el señor Salomón Tapasco Velásquez, actuando en nombre propio, ejerció acción de tutela contra la Presidencia de la República, la Gobernación del Valle del Cauca, la Alcaldía de Santiago de Cali, la Policía Nacional y el Ejército Nacional, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la libre locomoción, al trabajo y a la “CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO Y RESTAURADO EN DONDE FUERE TURBADO”.

2. El accionante consideró vulneradas las referidas garantías constitucionales, con ocasión de los “bloqueos” en las vías del Departamento del Valle del Cauca y la Alcaldía de Santiago de Cali que se han presentado en el marco de las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021, y que le han impedido asistir a su sitio de trabajo y la realización de exámenes médicos.

3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de los derechos fundamentales invocados y, en consecuencia, pidió:

“2. En consecuencia, solicito la disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del Distrito especial de Santiago de Cali.

3. Disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del departamento del Valle del Cauca.”

1.2. Hechos probados y/o admitidos

La Sala encontró demostrados los hechos que a continuación se relacionan, los cuales son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

4. El día 24 de abril de 2021, varias organizaciones sociales convocaron a la ciudadanía con el fin de que el 28 de abril de 2021 se realizara un “paro nacional” con protestas y manifestaciones públicas en distintas ciudades del país.

5. En el marco de las referidas protestas y manifestaciones públicas, las vías de algunos departamentos y ciudades se han visto obstruidas por parte de los manifestantes, quienes impiden el paso de vehículos y personas.

6. En las vías del departamento del Valle del Cauca y en la ciudad de Santiago de Cali se han presentado las referidas obstrucciones y ello ha impedido que las personas transiten libremente, así como que los ciudadanos puedan abastecerse de bienes de primera necesidad.

1.3. Fundamentos de la solicitud
7. El señor Salomón Tapasco Velásquez aseguró que sus derechos fundamentales a la libre locomoción, al trabajo y a la “CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO Y RESTAURADO EN DONDE FUERE TURBADO” han sido vulnerados, con base en los presupuestos fácticos y las razones que se exponen a continuación:

8. Afirmó que, desde el 28 de abril de 2021 cuando iniciaron las protestas y manifestaciones públicas se han presentado bloqueos a vías públicas de la ciudad de Santiago de Cali y del departamento del Valle del Cauca, los cuales han generado desabastecimiento, retraso en las entregas de mercancía “y una afectación económica hasta ahora incalculable”. 

9. Indicó que ello, además de afectar el interés general de la ciudadanía caleña y vallecaucana, ha producido desabastecimiento de medicamentos e implementos médicos “hasta el punto de ocasionar muertes de compatriotas como fue la muerte de una bebé intubada que se trasladaba en un vehículo médico en la vía Buenaventura – Cali”.  

10. Señaló que se desempeña como abogado junior en “Mayagüez S.A.” y que tales bloqueos no le han permitido llegar a su sitio de trabajo. Agregó que, desde el 4 de mayo de 2021 su empleador se vio en la obligación de suspender las operaciones productivas y enviar a su personal a vacaciones colectivas debido a las manifestaciones y los bloqueos. 

11. Arguyó que, el 9 de mayo de 2021 debía realizarse unos exámenes médicos y no pudo asistir a los mismos debido a que los manifestantes no le permitieron ingresar a la parte de la ciudad de Santiago de Cali en donde se ubicaba el centro de salud, a pesar de que exhibió las órdenes médicas. 

12. Adujo que las manifestaciones no han sido pacíficas “pues ha habido vandalismo, afectación a bienes públicos y privados, hurtos, porte ilegal de armas, homicidios, lesiones personales daño en bien ajeno y otras conductas tipificadas en el código penal colombiano.” 

13. Indicó que, se ha denunciado vía redes sociales que se ha cobrado dinero a quienes pretendan transitar por vía pública y que algunos manifestantes han dañado vehículos por medio de “golpes, palos, piedras y en ocasiones han amedrentado con armas blancas y de fuego”. 

14. Afirmó que, las autoridades administrativas no han establecido vías alternas para la movilización de los ciudadanos que no hacen parte de las manifestaciones.

15. Indicó que, su derecho al trabajo se le ha vulnerado a partir de los “bloqueos ilegales” debido a que no se ha podido desplazar al lugar donde desempeña sus labores. 

16. Precisó que, si bien la manifestación pública es un derecho fundamental, “esta debe ser pacífica y no lo ha sido ya que se han evidenciado múltiples conductas penales tipificadas en nuestro código penal”. 

17. Manifestó que, la obligación de “conservar el orden público y de restablecerlo donde fuere turbado” que está en cabeza de las autoridades administrativas, gubernamentales y de la fuerza pública, constituye su derecho “a vivir en una ciudad, departamento y país con orden público, en un estado social de derecho garantista de los derechos fundamentales de todos los compatriotas”. 

18. Indicó que, de acuerdo con el artículo 53
 la Ley 1801 del 29 de julio de 2016, el ejercicio del derecho a la manifestación pública requiere que se dé aviso por escrito “presentado ante la primera autoridad administrativa del lugar o mediante correo electrónico”. Agregó que dicho aviso debe expresar el día, la hora, el sitio de la reunión y el recorrido que se vaya a realizar, con 48 horas de anticipación y que lo anterior no ha sido cumplido por parte de “los encargados de estas manifestaciones violentas y arbitrarias”.

1.4. Trámite de la acción de tutela
19. La Magistrada que funge como ponente de la presente decisión, mediante auto del 25 de junio de 2021, admitió la demanda de tutela y dispuso su notificación a la parte actora, así como al Presidente de la República, al Director General de la Policía Nacional, al Comandante General de las Fuerzas Militares, a la Gobernadora del Valle del Cauca y al Alcalde de Santiago de Cali, en calidad de autoridades accionadas. 

20. Igualmente, vinculó, en calidad de terceros con interés, al Comité Nacional del Paro presidido por el señor Francisco Maltés Tello, a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría General de la Nación. Además, ordenó a la Secretaría General del Consejo de Estado que publicara en su página web copia digital, íntegra, de la demanda de tutela, de los anexos que la acompañan y del auto admisorio, con el fin de que cualquier persona que tuviera interés conociera de los referidos documentos y pudiera intervenir en el trámite constitucional de la referencia.
21. Adicionalmente, ofició a la Gobernación del Valle del Cauca y a la Alcaldía de Santiago de Cali para que, rindieran un informe detallado de: i) la situación actual de orden público a nivel departamental y distrital, en el marco de las jornadas de manifestación llevadas a cabo desde el 28 de abril de 2021 y de los distintos bloqueos a vías públicas y hechos de violencia presentados en relación con ello; y ii) las actuaciones adelantadas al respecto por parte de la administración departamental y distrital.

1.5. Intervenciones

Realizadas las notificaciones y publicaciones ordenadas, de conformidad con las constancias visibles en el expediente digital de la acción de tutela, se presentaron las siguientes intervenciones: 

1.5.1. Comité Nacional del Paro

22. Con escrito enviado por correo electrónico el 1º de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, los señores Francisco Maltés Tello, Luis Miguel Morantes, Percy Oyola Paloma, William Henry Velandia Puerto y José Cárdenas, precisaron que el Comité Nacional del Paro no estaba constituido legalmente pero que lo conformaban diferentes organizaciones que se unieron para que le fueran reconocidos varios derechos a los ciudadanos.  

23. Sostuvieron que, el Comité Nacional del Paro nunca ha invitado a los manifestantes a que realicen “bloqueos” o que destruyan bienes públicos o privados, por el contrario, ha condenado los hechos “vandálicos” y ha promovido escenarios de diálogo para obtener una solución pacífica al conflicto que se ha presentado en las regiones. 

24. Afirmaron que, le han solicitado al Gobierno Nacional que implemente varias condiciones para continuar con las negociaciones, entre ellas: (i) “parar la masacre contra la población”, por parte de algunos miembros de la Policía Nacional y del Ejército Nacional, así como de los civiles que disparan indiscriminadamente contra los manifestantes; (ii) investigar los hechos constitutivos de homicidios y violación de derechos humanos; y (iii) garantizar el ejercicio del derecho fundamental a la protesta pacífica.

25. Por otra parte, aseguraron que los derechos fundamentales del accionante no habían sido vulnerados, por cuanto la protesta pacífica constituye un derecho “celosamente protegido en las sociedades democráticas” y si se presentan afectaciones a la infraestructura vial o al orden público, es obligación de las autoridades competentes identificar y procesar a los responsables.

26. Advirtió que, la acción de tutela no cumplía con el requisito de subsidiariedad, toda vez que el accionante no acudió previamente a la “justicia ordinaria” y no acreditó la configuración de un perjuicio irremediable. 

27. En ese orden de ideas, solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela.

1.5.2. Presidencia de la República

28. Con escrito enviado por correo electrónico el 1º de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, la abogada María Carolina Rojas Charry
, sostuvo que ante las afectaciones generadas por los “bloqueos” se desplegaron todas las capacidades humanas y logísticas de la Policía Nacional.

29. Expuso que, en aplicación del Decreto 003 del 5 de enero de 2021 se instaló el Puesto de Mando Unificado que desde su conformación ha incluido la presencia de autoridades como la Defensoría del Pueblo, Personería, Fiscalía General de la Nación, Alcaldía, Gobernación, etc.

30. Manifestó que, con el fin de garantizar el abastecimiento de bienes de primera necesidad y la distribución de medicamentos en el departamento del Valle del Cauca y en la ciudad de Santiago de Cali, el Ministerio de Defensa y la Fuerza Pública han hecho lo siguiente:   

“1. El Ministerio de Defensa en conjunto con el Ministerio de Minas y la Fuerza Pública el 2 de mayo logró avanzar en el suministro de combustibles hacia Buenaventura.

2. Por parte de la Fuerza Pública se han realizado 97 operaciones de desbloqueo en el Departamento del Valle del Cauca.

3. La fuerza pública adelantó más de 1700 actividades para garantizar el suministro de los servicios públicos esenciales de la población.

4. El día 07 de mayo la Policía Nacional en conjunto con las Fuerzas Militares de Colombia acompañaron una caravana de 30 vehículos en la ciudad de Cali, en los que se encontraban suministros de alimentos, bienes de primera necesidad, combustible y vehículos con oxígeno.

5. El día 8 de mayo 41 vehículos con carga se encontraban bloqueados en el corregimiento de Loboguerrero en el Departamento del Valle del Cauca, con apoyo y presencia de la Fuerza Pública se logró que estos pudieran transitar.

6. La fuerza pública se encuentra brindando seguridad a las rutas en los corredores logísticos de Restrepo a Mediacanoa en el departamento del Valle del Cauca. Asimismo, 41 tracto camiones con alimentos de primera necesidad, repuestos, textiles, entre otros, fueron trasladados hasta el sector de Puente Tierra y Mediacanoa.

7. El día 10 de mayo, la Policía nacional con el Ejercito Nacional realizaron una operación coordinada que logró desbloquear 17 puntos sobre los tres corredores viales más importantes de la Ciudad de Cali Avenida Ciudad de Cali, Simón Bolívar y Calle Quinta.

8. El día 10 de mayo la Fuerza Aérea Colombiana transportó 10.400 vacunas y 500 pruebas de COVID-19 a los municipios de Buga y Tuluá, a su vez brindó la seguridad para que 422 mil galones de combustible pudieran ingresar al Valle del Cauca.

9. La fuerza pública logró remover más de 10 toneladas de escombros que estaban afectando las vías de la ciudad de Cali, sobre la calle quinta a la altura de la comuna 18 y en la vía Cali – Yumbo.

10. El día 11 de mayo la Fuerza Aérea Colombiana transportó 22.089 vacunas a los municipios de Tuluá, Buga, Zarzal, La Unión, Roldanillo, Versalle, El Dovio y Bolívar en el departamento del Valle del Cauca, con el fin de continuar con el Plan Nacional de Vacunación.

11. El día 11 de mayo en un trabajo coordinado del ESMAD y la Policía de Vigilancia, se logró desbloquear el sector El Ancla, en la Portada al Mar, oeste de Cali.

12. En el suroccidente del país, se establecieron 188 patrullas motorizadas sobre los 1.241 kms de vías principales, incluyendo la vía panamericana, vía panorama, vía al mar Cali – Buenaventura y vía al mar Pasto – Tumaco.

13.Se han implementado 545 dispositivos de seguridad en aeropuertos, centros administrativos municipales, 2 hidroeléctricas, 12 ingenios azucareros, 5 Plantas de producción de aceite, 1 Oleoducto, 2 Poliductos y 3 Gasoductos.

14. Igualmente, se han dispuesto 48 escoltas que han brindado seguridad a 369 vehículos de carga, garantizando la movilidad de 10.535 toneladas de carga y 528.574 galones de combustible, los cuales ya se encuentran disponibles en 41 estaciones de servicio de combustible en Cali, Palmira, Yumbo, Buga, Jamundí y el aeropuerto.

15. Se han establecido 132 patrullas mixtas (FFMM-PONAL), de las cuales 87 se ubican en los principales ejes viales, lo cual ha permitido el desbloqueo intermitente de la vía Cali – Yumbo – Yotoco – Media Canoa.”

31. Por otra parte, advirtió que debido al escalamiento de las conductas violentas y la comisión de hechos punibles, el Presidente de la República ejerció la facultad consagrada en la Ley 1801 de 2016 respecto de la asistencia militar y ello resultó útil ante las referidas contingencias y manejo de crisis para “proteger a la población, articular esfuerzos para que las instituciones del Estado ejerzan su labor, contribuir al mantenimiento de la Ley y el orden, coadyuvar a la recuperación social del territorio y proteger la infraestructura vial”.
32. Indicó que, el Ejército Nacional, el 2 de mayo de 2021, expidió el plan identificado 00014783 para contribuir con el restablecimiento de los servicios esenciales y el fortalecimiento de la seguridad sobre los ejes viales en los Departamentos de Valle del Cauca, Cauca y Nariño.

33. Puso de presente que, “es de conocimiento público” que a la ciudad de Santiago de Cali arribaron aproximadamente 10.000 personas pertenecientes a la minga indígena, presentándose confrontaciones con los habitantes de la ciudad y algunos miembros de la organización indígena propiciaron también bloqueos de vías, lo que agravó el abastecimiento y el orden público.

34. Aseguró que, se ha hecho todo lo posible para garantizar los derechos fundamentales de los ciudadanos, sin embargo, las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021 han ocasionado una grave crisis social y económica.

35. Así las cosas, pidió que se negaran las pretensiones de la demanda.

1.5.3. Alcaldía de Santiago de Cali 

 
36. Con escrito enviado por correo electrónico el 2 de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, la Directora del Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública del ente territorial, al referirse a los hechos de la demanda, aseguró:

“A los numerales segundo a quinto, Parcialmente cierto, En Varios sectores de la ciudad se realizaron bloqueos a las vías, situación que a la fecha en gran medida se encuentra controlada con ocasión de que se consideró como una de las condiciones para la mesa de dialogo levantar todo tipo de bloqueo, Aunando en lo anterior y como lo expresan varios medios de comunicación y se puede evidenciar a la fecha no se presentan bloqueos masivos y permanentes en los diferentes sectores de la ciudad.

Por otra parte si bien es cierto al inicio de la protesta social se generó un escenario de desabastecimiento a la fecha esta circunstancia es un hecho superado, las circunstancias de desabastecimiento no se presentan hoy en día en la ciudad.” (Sic a toda la transcripción)

37. Por otra parte, puso de presente que el Alcalde de Cali ha expedido varios actos administrativos con el fin de mitigar los actos violentos que se han presentado durante las protestas y manifestaciones públicas, así como para prevenir el contagio del virus covid-19 en esos escenarios.

38. Manifestó que, el Alcalde de Cali y su gabinete han adelantado acciones tendientes a conformar mesas de diálogo permanente con los ciudadanos que se manifiestan pacíficamente con el fin de lograr soluciones y que se garanticen los derechos a la vida, a la integridad personal, a la salud de todas las personas.

39. Precisó que, se expidió el Decreto N° 4112.010.20.0304 del 31 de mayo de 2021 “Por el cual se adoptan garantías para la construcción de acuerdos, se institucionaliza la mesa de diálogo en el Distrito Especial, Deportivo, Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de Cali en el marco del Paro Nacional del 28 de abril de 2021, y se dictan otras disposiciones” con el fin de garantizar el diálogo reclamado por el accionante y aplicar lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil en la sentencia STC7641 del 22 de septiembre de 2020.

40. Puso de presente que, funcionarios del ente territorial hacen acompañamiento a las protestas y manifestaciones públicas, lo que ha permitido que se conformen corredores humanitarios para garantizar el abastecimiento de bienes de primera necesidad y que “para el 8 de junio de 2021 se levantaran 21 de los 26 bloqueos en la ciudad”.

41. Expuso en qué consistía el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado y advirtió:

“A la fecha desde la administración municipal y demás instituciones se ha trabajado de manera inalcanzable por garantizar los derechos de las personas que se encuentran en Distrito razón por la cual no existen acciones permanentes que afecten los derechos al trabajo, a la libre locomoción, y al orden público” (Sic a toda la transcripción).

42. En ese orden de ideas, solicitó que se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado.

 
1.5.4. Procuraduría General de la Nación
 
43. Con escrito enviado por correo electrónico el 4 de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, la abogada Andrea Lyzeth Londoño Restrepo profesional de la Oficina Jurídica de la entidad, sostuvo que la Procuraduría General de la Nación ha acompañado las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021 con el fin de que se garantice el derecho fundamental consagrado en el artículo 37 de la Constitución.

44. Aseguró que, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo elaboraron el documento “Guía de acompañamiento a las movilizaciones ciudadanas: Alcance e Intervención del Ministerio Público”, con el fin de orientar a las personas acerca del concepto de la protesta pacífica, las normas que la garantizan, cuándo se presenta intervención arbitraria de la fuerza pública y cuál es el acompañamiento que brinda el Ministerio Público.

45. Precisó que, la entidad y la Policía Nacional expidieron el “Protocolo de verificación en casos de capturas y traslado de personas, durante el desarrollo del cualquier mitin, reunión o acto de protestas”, para que se garantizaran los derechos de las personas en las protestas y manifestaciones públicas.

46. Advirtió que, los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación participaban en los puestos de mando unificado para hacer vigilancia y seguimiento como ente de control y evitar que se vulneraran los derechos fundamentales de los ciudadanos.

47. Manifestó que, la Dirección Nacional de Investigaciones Especiales ha constituido agencias especiales del Ministerio Público para apoyar la recolección de pruebas y hacer seguimiento a las investigaciones disciplinarias y penales que se adelantan por los hechos ocurridos durante las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021.

48. Aclaró que, hasta el 1° de junio de 2021 se han tramitado 154 acciones disciplinarias que buscan la protección de los derechos fundamentales todos los ciudadanos “quienes protestan y quienes deciden no hacerlo” y el esclarecimiento de hechos relacionados con violaciones a los derechos humanos. En este punto, expuso las siguientes cifras:

“-Se adelantan 127 actuaciones disciplinarias contra funcionarios de la fuerza pública, con ocasión de sus intervenciones en los actos de protesta. De estas, tres (3) son investigaciones disciplinarias, y las demás son indagaciones preliminares.

- Diez (10) expedientes contra otros funcionarios públicos, entre ellos: investigación disciplinaria contra una funcionaria de la Defensoría del Pueblo por presunta obstrucción de procedimiento de policía. Y una indagación al gerente de la ESE Hospital San Joaquín del municipio de Nariño (Antioquia) por manifestaciones públicas contra manifestantes.

- 17 actuaciones se adelantan contra funcionarios públicos de elección popular por posible incumplimiento de sus deberes o extralimitación en el ejercicio de sus funciones, detalladas así:

- Tres (3) congresistas son investigados disciplinariamente: Dos miembros del Senado y una integrante de la Cámara de Representantes.

- Siete alcaldes: Cartagena, Pasto, Pereira, Neiva y Villavicencio (5indagaciones preliminares); y Paipa, Zipaquirá (2 investigaciones disciplinarias.

- Una indagación preliminar al Gobernador del Magdalena.

- Seis (6) Concejales: La Tebaida (Quindío), Ibagué (Tolima), Bogotá DC, Riosucio (Caldas), Girón (Santander) y Guarne (Antioquia). Todos en indagación preliminar.”

49. En ese orden de ideas, pidió que se desvinculara a la Procuraduría General de la Nación de la presente acción de tutela, comoquiera que ha realizado las funciones que le corresponden por mandato constitucional y legal.

1.5.5. Policía Nacional

50. Con escrito enviado por correo electrónico el 6 de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, la Jefe (E) del Área Jurídica de la entidad, sostuvo que ninguna acción u omisión de la entidad había vulnerado los derechos fundamentales del accionante.

51. Manifestó que, en cumplimiento de la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil el 22 de septiembre de 2020, el Gobierno Nacional expidió el Decreto N° 003 del 5 de enero de 2021 “Por el cual se expide el Protocolo de acciones preventivas, concomitantes y posteriores, denominado “ESTATUTO DE REACCIÓN, USO Y VERIFICACIÓN DE LA FUERZA LEGÍTIMA DEL ESTADO Y PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA PROTESTA PACÍFICA CIUDADANA”” y, por ello, la intervención de la Policía Nacional en las protestas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021 ha sido acorde a los presupuestos establecidos en esa norma.

52. Aclaró que, de conformidad con el artículo 218 de la Constitución, la Policía Nacional tenía la obligación de proteger los derechos y libertades públicas de los ciudadanos, y que sus miembros utilizaban la fuerza atendiendo a los criterios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y racionalidad.

53. Arguyó que, en el marco de las protestas y manifestaciones públicas, todos los funcionarios de la institución actuaban observando lo dispuesto en la Resolución 03002 del 29 de junio de 2017 “Por la cual se expide el Manual para el servicio en manifestaciones y control de disturbios para la Policía Nacional” y que varios funcionarios del Ministerio Público verifican previamente los elementos que se utilizan en este tipo de servicios.

54. Aseguró que, la “actividad de policía” era un servicio público y, por ello, los miembros de la institución debían hacer presencia en todo el territorio nacional, con el fin de satisfacer las necesidades de la comunidad en materia de convivencia y seguridad ciudadana, por lo que en determinados momentos se requería el uso legítimo de la fuerza. 

55. Manifestó que, en relación con el derecho de reunión y protesta, a los policías se les ha insistido en las siguientes premisas:

“- La Policía Nacional acompaña y salvaguarda el ejercicio legítimo del derecho a manifestarse pública y pacíficamente.

- La intervención de la institución a través del ESMAD, se suscita cuando existen graves alteraciones al orden público y la convivencia, poniendo en riesgo la estabilidad del Estado, así como los derechos del conglomerado en general.

- La utilización de la fuerza legítima corresponde de manera exclusiva, en el marco de la convivencia, a los miembros uniformados de la Policía Nacional.

- La actuación del ESMAD es considerada la última ratio.

- El respeto de los derechos humanos es un criterio transversal y de estricto cumplimiento en la ejecución de cualquier procedimiento policial.”

56. Reiteró que, la Policía Nacional era garante del derecho fundamental a la protesta pacífica y que si en ejercicio de esa garantía constitucional no se presentaban hechos violentos no podía utilizarse la fuerza por parte de los miembros de esa institución. 

57. Así las cosas, pidió que se negaran las pretensiones de la demanda.

1.5.6. Gobernación del Valle del Cauca

65. Con escrito enviado por correo electrónico el 7 de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, el ente territorial a través del abogado Ricardo Peñaranda Castro, sostuvo que la Gobernación del Valle del Cauca carecía de legitimación en la causa por pasiva, comoquiera que no era la causante de los “desmanes, taponamientos de vías y violencia generada por la alteración del orden público”.

66. Afirmó que, se han gestionado mesas de diálogo para establecer corredores humanitarios y buscar soluciones pacíficas a la alteración del orden público que se presenta en el departamento.

67. Manifestó que, la Secretaría de Convivencia y Seguridad Ciudadana del ente territorial le ha solicitado a los 40 municipios y 2 distritos especiales del de departamento del Valle del Cauca que informen cobre los daños a la infraestructura, los “bloqueos” y la violación de derechos humanos en el marco de las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan desde el 28 de abril de 2021.

68. Puso de presente que, la Gobernadora ha convocado a los líderes del paro para que “desbloqueen” las vías del departamento y el 5 de mayo de 2021 se logró “abrir un corredor vial para abastecer los diferentes municipios”.

69. Advirtió que, la acción de tutela no era el escenario procesal para solucionar los problemas de orden público del país y que los “problemas de violencia” no podían solucionarse a través de “fallos judiciales”, pues, esa competencia era única y exclusiva del Gobierno Nacional. En este punto, precisó:

“Es de aclarar, que pese a todo lo que está sucediendo no solo es en el Departamento del Valle del Cauca, si no en el resto del País, ha sido el señor Presidente, quien ha asumido directamente y a través de su Ministro de Defensa, la conducta preferente del orden público, no solo en el Departamento del Valle del Cauca, sino en todo el Estado Colombiano, lo que indica sin dubitación alguna, que tanto la señora Gobernadora, la Dra. CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, no podría abrogarse órdenes impartidas por el premier de los colombianos.” (Sic a toda la transcripción)

70. En ese orden de ideas, solicitó que se “denegaran” las pretensiones de la demanda en relación con la Gobernación del Valle del Cauca, por cuanto carece de legitimación en la causa por pasiva.

1.5.7. Caja de Retiro de las Fuerzas Militares (CREMIL)

71. Con escrito enviado por correo electrónico el 7 de julio de 2021 al buzón web de la Secretaría General del Consejo de Estado, la Coordinadora del Grupo de Negocios Judiciales y Conciliaciones de la entidad, sostuvo que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares era independiente del Ejército Nacional y del Ministerio de Defensa.

72. En ese orden de ideas, aseguró:

“Por medio del presente, pe permito informar que se da traslado vía correo electrónico de la Acción de Tutela de la referencia a las siguientes Entidades, por ser de su competencia, ALCALDIA MUNICIPAL SANTIAGO DE CALI, GOBERNACION DEL VALLE DEL CAUCA, PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, POLICIA NACIONAL DE COLOMBIA, EJERCITO NACIONAL DE COLOMBIA” (Sic a toda la transcripción)

73. Lo anterior, con el fin de evitar requerimientos o incidentes contra esa entidad.

II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia
74. Esta Sala es competente para conocer de la acción de tutela ejercida por el señor Salomón Tapasco Velásquez contra la Presidencia de la República, la Gobernación del Valle del Cauca, la Alcaldía de Santiago de Cali, la Policía Nacional y el Ejército Nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, el artículo 37 del Decreto Ley 2591 de 1991 y en el 1069 de 2015, modificado por el Decreto 333 de 2021, así como en el Acuerdo 080 de 2019 de la Sala Plena del Consejo de Estado.
2.2. Cuestiones previas

2.2.1. Relativa a la virtualidad de la Rama Judicial y del Consejo de Estado

75. Con ocasión del contagio a gran escala de la pandemia del Covid-19 y el aumento de ocupación en las unidades de cuidado intensivo del país, el Consejo Superior de la Judicatura ha recomendado a los titulares de los despachos judiciales que implementen medidas que beneficien el trabajo en casa, a través de las plataformas tecnológicas institucionales, con el fin de preservar la salud e integridad de los funcionarios de la Rama Judicial, así como de los usuarios de la administración de justicia. En el Consejo de Estado se crearon correos electrónicos exclusivos para la interacción de los ciudadanos y se implementó el sistema de gestión judicial SAMAI
, lo que ha permitido que las funciones del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se sigan desarrollando de manera virtual.

2.2.2. Relativa a las solicitudes de desvinculación formuladas por la Procuraduría General de la Nación y la Gobernación del Valle del Cauca

76. La Procuraduría General de la Nación, en su intervención, solicitó ser desvinculada del trámite constitucional del vocativo de la referencia, al considerar que había cumplido con el acompañamiento a las protestas y manifestaciones públicas que se adelantan en varias ciudades del país desde el 28 de abril de 2021 y, por ello, no había vulnerado los derechos fundamentales del accionante.

77. En ese orden de ideas, la Sala negará esta petición, comoquiera que la Procuraduría General de la Nación fue vinculada al proceso en calidad de tercero con interés y no como autoridad accionada, comoquiera que dos de las funciones de la Procuraduría General de la Nación son: (i) investigar y sancionar a los funcionarios públicos que incurran en faltas disciplinarias; y (ii) velar por la protección de las garantías constitucionales de los ciudadanos.

78. Por otra parte, si bien la Gobernación del Valle del Cauca, en su intervención, no solicitó expresamente su desvinculación, lo cierto es que ello se entiende así al haber advertido que “carecía de legitimación en la causa por pasiva”.

79. Así las cosas, también se negará esta petición, toda vez que (i) el señor Salomón Tapasco Velásquez dirigió la acción de tutela contra el referido ente territorial teniendo en cuenta que, a su juicio, la Gobernación del Valle del Cauca no había adelantado ninguna gestión para levantar las obstrucciones de las vías en el departamento; y (ii) de la segunda pretensión de la demanda se advierte que le asiste un interés directo en la controversia constitucional del vocativo de la referencia.

2.3. Legitimación en la causa 

80. El inciso 1º del artículo 86 Constitucional consagra el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario. 

81. Igualmente, el artículo 10 del Decreto Ley 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá ejercer la acción descrita por sí mismo o por representante, o a través de un agente oficioso cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.
82. Desde el proferimiento por parte de la Corte Constitucional de la sentencia T-416 de 1997
, se estableció que la legitimación en la causa por activa constituye un presupuesto de la sentencia de fondo, en la medida en que se analiza la calidad subjetiva de las partes respecto del interés sustancial que se discute en el proceso de tutela.

83. En la sentencia T-086 de 2010
, la Alta Corporación reiteró que “Esta exigencia significa que el derecho para cuya protección se interpone la acción sea un derecho fundamental propio del demandante y no de otra persona. Lo anterior no se opone a que la defensa de los derechos fundamentales no pueda lograrse a través de representante legal, apoderado judicial o aun de agente oficioso”.
84. Con posterioridad, en la sentencia T-176 de 2011
, indicó que la legitimación en la causa por activa constituye una garantía de que la persona que ejerce la acción de tutela tenga un interés directo y particular respecto del amparo que se solicita al juez constitucional, “de tal forma que fácilmente el fallador pueda establecer que el derecho fundamental reclamado es propio del demandante”.
85. En la sentencia T-435 de 2016
, la Corte estableció las condiciones que deben concurrir para superar este presupuesto procesal, dentro de los cuales hizo especial énfasis en la titularidad de los derechos fundamentales reclamados, lo cual quedó reiterado en la SU-454 de 2016
, en la que, adicionalmente, señaló que el estudio de la legitimación en la causa de las partes es un deber de los jueces constitucionales y constituye un presupuesto procesal de la demanda.

86. Con fundamento en el marco conceptual expuesto
, la Sala advierte que el señor Salomón Tapasco Velásquez es el titular de los derechos fundamentales que reclama, en consideración a que afirmó que no ha podido transitar libremente por las vías del departamento del Valle del Cauca y de la ciudad de Santiago de Cali, desde que iniciaron las protestas y manifestaciones públicas del 28 de abril de 2021.

87. En consecuencia, el accionante goza de legitimación en la causa por activa, presupuesto procesal que al superarse permite el estudio sobre los requisitos de procedibilidad y del núcleo esencial del derecho presuntamente vulnerado.

88. En relación con el extremo accionado, se observa que la demanda se dirigió contra la Presidencia de la República, la Gobernación del Valle del Cauca, la Alcaldía de Santiago de Cali, la Policía Nacional y el Ejército Nacional que, a juicio de la parte actora, vulneraron sus derechos fundamentales a la libre locomoción, al trabajo y a la “CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO Y RESTAURADO EN DONDE FUERE TRUBADO”, con ocasión de la omisión de levantar los “bloqueos ilegales” en las vías del departamento del Valle del Cauca y en la ciudad de Santiago de Cali.

2.4. Problema jurídico
89. Teniendo en cuenta la situación fáctica expuesta por la parte actora, los argumentos del libelo introductorio y las intervenciones de las autoridades accionadas, los problemas jurídicos que subyacen al caso concreto son los siguientes: 

· ¿Se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto por daño consumado, con ocasión del levantamiento de los “bloqueos ilegales” que se presentaron en las vías del departamento del Valle del Cauca y la ciudad de Santiago de Cali, en el marco de las protestas y manifestaciones públicas que iniciaron el 28 de abril de 2021?

90. Si la respuesta al anterior cuestionamiento es negativa, se deberá establecer:

· ¿Vulneraron las autoridades accionadas los derechos fundamentales a la libre locomoción, al trabajo y a la “CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO Y RESTAURADO EN DONDE FUERE TURBADO” del señor Salomó Tapasco Velásquez, con ocasión de la omisión de levantar los “bloqueos ilegales” que se presentaron en las vías del departamento del Valle del Cauca y la ciudad de Santiago de Cali, en el marco de las protestas y manifestaciones públicas que iniciaron el 28 de abril de 2021?

91. Para resolver los interrogantes planteados, se analizarán los siguientes temas: (i) el panorama general de la acción de tutela; (ii) el fenómeno de la carencia actual de objeto, (iii) los límites a la garantía constitucional a la protesta pacífica cuando se afectan los derechos de terceros; y (iv) el análisis del caso concreto.

2.5. El panorama general de la acción de tutela

92. Según el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona puede ejercer la acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos fundamentales siempre que sean violados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los precisos casos en que indica el Decreto 2591 de 1991. 

93. Es importante precisar que esta norma condiciona el ejercicio de esta acción a la inexistencia de otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz para evitar la lesión del derecho fundamental, salvo que el interesado invoque y demuestre estar sufriendo un perjuicio irremediable, hecho que hace procedente la tutela como mecanismo transitorio.

2.6. El fenómeno de la carencia actual de objeto

94. La Sala ha explicado en varias ocasiones
 que la acción de tutela ha sido instituida como un instrumento preferente y sumario, dirigido a la protección de derechos fundamentales que sean violentados o amenazados de una manera actual e inminente.

95. No obstante, existen eventos en los que la amenaza al derecho fundamental desaparece en el trascurso de la acción de tutela, o la vulneración del derecho fundamental amenazado se materializa en el curso del proceso, de suerte que el instrumento pierde efectividad, lo que torna inane la intervención del juez constitucional tendiente a impartir órdenes para que cese la vulneración de los derechos fundamentales. 

96. En efecto, actualmente la Corte Constitucional ha sostenido que la terminación del proceso de tutela por carencia actual de objeto puede proceder en tres supuestos: (i) hecho superado; (ii) daño consumado; y, (iii) una situación sobreviniente.

97. Al respecto, la Alta Corporación, en la sentencia T-481 del 2016
, señaló que:

“La acción de tutela fue concebida como un mecanismo para la protección efectiva de los derechos fundamentales que son objeto de una amenaza o afectación actual. Por lo tanto, se ha sostenido en reiterada jurisprudencia que, ante la alteración o el desaparecimiento de las circunstancias que dieron origen a la vulneración de los derechos fundamentales objeto de estudio, la solicitud de amparo pierde su eficacia y sustento, así como su razón de ser como mecanismo extraordinario y expedito de protección judicial. Lo antedicho, pues, al desaparecer el objeto jurídico sobre el que recaería la eventual decisión del juez constitucional, cualquier determinación que se pueda tomar para salvaguardar las garantías que se encontraban en peligro, se tornaría inocua y contradiría el objetivo que fue especialmente previsto para esta acción.
 

A partir de los anteriores razonamientos, en sentencia T-494 de 1993 se destacó sobre este respecto, que:

“La tutela supone la acción protectora del Estado que tiende a proteger un derecho fundamental ante una acción lesiva o frente a un peligro inminente que se presente bajo la forma de amenaza. Tanto la vulneración del derecho fundamental como su amenaza, parten de una objetividad, es decir, de una certeza sobre la lesión o amenaza, y ello exige que el evento sea actual, que sea verdadero, no que haya sido o que simplemente -como en el caso sub examine- que se hubiese presentado un peligro ya subsanado” (negrillas inexistentes en el texto original)

“Es por esto, que la doctrina constitucional ha desarrollado el concepto de la “carencia actual de objeto” para identificar este tipo de eventos y, así, denotar la imposibilidad material en la que se encuentra el juez de la causa para dictar alguna orden que permita salvaguardar los intereses jurídicos que le han sido encomendados. Sobre el particular, se tiene que éste se constituye en el género que comprende el fenómeno previamente descrito, y que puede materializarse a través de las siguientes figuras: (i) “hecho superado”, (ii) “daño consumado” o (iii) de aquella que se ha empezado a desarrollar por la jurisprudencia denominada como el acaecimiento de una “situación sobreviniente
” (Negrita propia del texto).

98. Con base en el anterior marco referencial, el Tribunal Constitucional ha sostenido que el hecho superado obedece a lo regulado en el artículo 26 del Decreto Ley 2591 de 1991, atinente a la cesación de la actuación impugnada, la cual se materializa cuando en el trámite de una acción de tutela se demuestra que la autoridad demandada ha realizado las acciones necesarias para eliminar la vulneración de los derechos fundamentales.

99. En palabras de la Corte Constitucional, la “(…) primera de estas figuras [hecho superado], regulada en el artículo 26 del decreto 2591 de 1991, comprende el supuesto de hecho en el que, entre el momento en que se interpone la demanda de amparo y el fallo, se evidencia que, como producto del obrar de la entidad accionada, se eliminó la vulneración a los derechos fundamentales del actor, esto es, tuvo lugar la conducta solicitada (ya sea por acción o abstención) y, por tanto, (i) se superó la afectación y (ii) resulta inocua cualquier intervención que pueda realizar el juez de tutela para lograr la protección de unos derechos que, en la actualidad, la accionada ha dejado de desconocer (…)”
.
100. En concordancia con lo anterior, para la aplicación del hecho superado resulta irrelevante determinar si la eliminación de la vulneración de los derechos fundamentales ocurre antes o después del fallo de primera instancia (resalta esta Sección), lo que indica que el juez podría optar por analizar de fondo la conducta de la autoridad demandada, para determinar si en todo caso se vulneraron o no los derechos fundamentales.

101. En efecto, la Corte Constitucional ha empleado esta figura incluso en aquellos casos en los cuales la cesación de la vulneración de los derechos fundamentales ocurre luego de que se ha proferido la decisión de segunda instancia, durante el trámite de revisión ante ese Tribunal.

102. En estas situaciones, aunque la vulneración de los derechos fundamentales se supere antes del pronunciamiento judicial de primera o segunda instancia, se ha destacado que no es perentorio para el fallador de instancia pronunciarse sobre la conducta desplegada por la autoridad demandada, para formular un juicio de reproche, en caso de que sea necesario, y advertir sobre la no repetición de la conducta lesiva de los derechos afectados. Así lo ha indicado la Corte Constitucional:

“En estos casos, “no es perentorio para los jueces de instancia, aunque sí para Corte en sede de Revisión,
 incluir en la argumentación de su fallo el análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales planteada en la demanda. Sin embargo puede hacerlo, sobre todo si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, incluso para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera”.
 Según la jurisprudencia de la Corte, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo, es decir que se demuestre el hecho superado
”.
” (Negrita y subrayado fuera de texto).
103. Pero en sede de revisión, la Corte Constitucional sí se debe pronunciar para formular un juicio de reproche, si ello hay lugar. Sobre el particular, la Alta Corporación en cita ha dicho lo siguiente:

“Se está frente a un hecho superado cuando durante el trámite de amparo las acciones u omisiones que amenazan al derecho fundamental desaparecen por la satisfacción de la pretensión que sustenta la acción de tutela, por lo que la orden a impartir por parte del juez constitucional pierde su razón de ser, pues que el derecho ya no se encuentra en riesgo
.

No obstante lo anterior, esta Corporación ha señalado que puede adelantar el estudio del asunto sometido a su conocimiento, pues le corresponde en sede de revisión, determinar el alcance de los derechos fundamentales cuya protección se solicita
, pronunciarse sobre la vulneración invocada en la demanda conforme al artículo 24 del Decreto 2591 de 1991 y determinar si, con atención de las particularidades del caso, procede el amparo de la dimensión objetiva de los derechos conculcados
. Dicho análisis puede comprender: i) observaciones sobre los hechos del caso estudiado; ii) llamados de atención sobre la situación que originó la tutela; iii) el reproche sobre su ocurrencia y la advertencia sobre la garantía de no repetición
; y iv) la posibilidad de adoptar las medidas de protección objetiva
”.
 (Negrita y subrayado fuera del texto)
104. El daño consumado se produce cuando la vulneración del derecho fundamental que se pretendía evitar se materializa con posterioridad a la interposición de la acción de tutela. Al respecto, ha sostenido el Tribunal Constitucional: “la segunda de las figuras referenciadas [daño consumado], consiste en que a partir de la vulneración ius-fundamental que venía ejecutándose, se ha consumado el daño o afectación que con la acción de tutela se pretendía evitar, de forma que ante la imposibilidad de hacer cesar la vulneración o impedir que se concrete el peligro, no es factible que el juez de tutela dé una orden al respecto”.

105. Por último, la Corte Constitucional ha distinguido el supuesto de hecho correspondiente a la situación sobreviniente, caso en el cual la vulneración de los derechos fundamentales cesa luego de la interposición de la acción de tutela, pero por una circunstancia que no se encuadra en los conceptos de daño consumado y hecho superado. 

106. La citada Corporación ha indicado lo siguiente sobre este supuesto de hecho para declarar la carencia actual de objeto:

“El hecho sobreviniente ha sido reconocido tanto por la Sala Plena como por las distintas Salas de Revisión. Es una categoría que ha demostrado ser de gran utilidad para el concepto de carencia actual de objeto, pues por su amplitud cobija casos que no se enmarcan en los conceptos tradicionales de daño consumado y hecho superado. El hecho sobreviniente remite a cualquier ‘otra circunstancia que determine que, igualmente, la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta ningún efecto y por lo tanto caiga en el vacío’. No se trata entonces de una categoría homogénea y completamente delimitada”
 (Negrita y subrayado fuera del texto).

2.7. Los límites a la garantía constitucional a la protesta pacífica cuando se afectan los derechos de terceros

107. El artículo 37 de la Constitución Política consagra expresamente el derecho a reunirse y manifestarse pública y pacíficamente, en los siguientes términos: “Toda parte del pueblo, puede reunirse y manifestarse pública y pacíficamente. Sólo la ley podrá establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá limitar el ejercicio de este derecho.” De forma similar al Sistema Interamericano
, la Corte Constitucional
 ha establecido que el ejercicio de la protesta social implica una relación intrínseca y compleja con una amplia constelación de derechos y garantías fundamentales. 

108. La Alta Corporación
 ha determinado que aquel derecho es una manifestación específica de la libertad de expresión (artículo 20 constitucional) la cual, como garantía genérica, abarca un vasto espectro de derechos fundamentales. Así mismo, el derecho a la manifestación pública se establece como un pilar fundamental de todo sistema jurídico democrático y pluralista, el cual se encuentra relacionado intrínsecamente con el ejercicio de derechos como el de asociación (artículo 38 constitucional) y el de participación en asuntos públicos (artículos 2 y 40 constitucionales). 

109. En una sociedad democrática, la protesta social tiene como función llamar la atención de las autoridades, agentes estatales y de la opinión pública bien sea sobre un tema de interés común, sobre una problemática específica o en relación con las necesidades de ciertos sectores
. La Constitución garantiza una doble dimensión de este derecho: una dimensión estática, que abarca la posibilidad de reunirse, y una dinámica, que implica el poder movilizarse; lo anterior, de forma tanto individual como colectiva, sin discriminación alguna de las subjetividades actuantes, en consonancia con la expresión “toda parte del pueblo” del artículo 37 constitucional
. 

110. En este sentido, la Corte Constitucional
 ha caracterizado el ejercicio de este derecho como una asociación transitoria, con una dimensión individual en relación con su titularidad, pero colectiva en su manifestación concreta, cuya finalidad es el intercambio o la exposición de ideas, la defensa de intereses y/o poner en la esfera pública algún problema o reivindicación. De esta forma, se constituye como un móvil de la democracia participativa con los siguientes elementos: i) subjetivo, ejercido colectivamente, cuya titularidad es individual; ii) temporal, pues su duración es transitoria; iii) su finalidad debe ser lícita; iv) ejercido en un lugar determinado. 

111. De acuerdo con estos elementos, la Corte Constitucional ha establecido como condición para el ejercicio de este derecho que sea pacífico, es decir, que se ejerza sin violencia ni armas de ningún tipo
. Esto, en concordancia con la finalidad lícita con la que debe contar toda protesta, por lo que toda manifestación violenta no cuenta con la garantía de los derechos en juego en estos contextos, en la medida en que escapa de la esfera material de protección prevista por el constituyente. 

112. No obstante, este derecho cuenta con una naturaleza disruptiva, en la medida en que su objetivo es irrumpir en la cotidianidad social para manifestar alguna idea o preocupación
, lo que lleva incluso a que se entre en tensión con el ejercicio de otros derechos, debido a que es de su esencia el causar alteraciones del orden público y social.

113. Por otra parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos advierte que, si bien el ejercicio de este derecho suele estar asociado a concentraciones o marchas en espacios públicos, aquel puede adoptar distintas modalidades tales como un bloqueo pacífico de una vía o ruta, cacerolazos, vigilias, eventos deportivos, huelgas, ocupaciones pacíficas, etc. En este sentido, la protesta social no puede ser interpretada de una forma restrictiva, pues constituye un elemento fundamental de la democracia determinado por la libertad y creatividad de las subjetividades actuantes
. 

114. Si bien el ejercicio de la multiplicidad de derechos en juego en contextos de manifestación pacífica no es absoluto, las restricciones de garantías tales como la libertad de expresión, de asociación y de participación, deben estar fijadas expresamente por la ley y ser estrictamente necesarias para la garantía de los derechos de los demás, o para la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud
. En este sentido, la garantía del derecho a la protesta es la regla general y sus limitaciones son la excepción, por lo que la protección de los derechos y libertades de otros no deben ser usados simplemente como excusa para restringir las manifestaciones públicas y pacíficas. 

115. El artículo 15 de la Convención Americana de Derechos Humanos establece que el derecho de reunión pacífica puede estar sujeto a restricciones impuestas en interés de la seguridad nacional, el orden público, la salud o moral públicas y los derechos y libertades de los demás. A su vez, el artículo 16.2
 de dicha norma del Sistema Interamericano establece las mismas condiciones para que tenga lugar una restricción legítima del derecho a la libertad de asociación y, en términos similares, el artículo 13.2
 establece cuáles son los límites a la libertad de expresión acordes con la CADH. 

116. No obstante, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha advertido que los Estados parte no son libres de interpretar el contenido de aquellos objetivos para justificar una restricción al derecho a la protesta en un caso en concreto, dado que categorías jurídicas como “seguridad nacional”, “orden público” y “protección de los derechos de los demás” deben ser definidas de conformidad con el marco jurídico del Sistema Interamericano. Además de lo anterior, si dichos conceptos se invocan como el fundamento de una limitación a los derechos en juego en una manifestación, aquellos deben ser interpretados de tal forma que se ajuste a las exigencias de una sociedad democrática a partir de la cual se establezca una ponderación real y un equilibrio entre los distintos bienes jurídicos y garantías en tensión
. 

117. De conformidad con lo anterior, todo Estado parte debe desarrollar permanentemente una tarea de ponderación entre derechos e intereses legítimos en tensión, lo que implica partir del presupuesto de que en ocasiones, el ejercicio del derecho a la protesta puede alterar la cotidianidad social e incluso afectar el ejercicio de otras garantías y libertades protegidas tales como el derecho a la libre circulación
; no obstante, dicha irrupción en la rutina cotidiana es parte de las dinámicas que tienen lugar al interior de una sociedad plural y democrática, donde conviven perspectivas y cosmovisiones disímiles y muchas veces contradictorias, las cuales deben encontrar medios idóneos para ser expresadas
. 

 
118. El ejercicio de este derecho conlleva a que quienes no están protestando, soporten determinadas cargas y limitaciones a derechos fundamentales como el de locomoción; no obstante, cuando existe una alteración injustificada o grave que trascienda la órbita no violenta del derecho y repercuta en daños a terceros, este derecho puede limitarse
. 

119. Debido a la naturaleza jurídica compleja del derecho a la protesta y la amplitud de derechos que su ejercicio implica para una sociedad democrática, cualquier tensión entre estas garantías y otros valores o derechos, daría al derecho de manifestación pública un peso abstracto mayor al de los otros
. Por lo anterior, la Corte Constitucional ha considerado que es necesario llevar a cabo una interpretación restrictiva de los derechos de los terceros y una presunción en favor de las libertades en juego en estos contextos, en especial, en favor del derecho a la libertad de expresión, dado su carácter fundante de toda democracia. En este sentido, consideró tal Corporación que:

 
“(…) derechos como la integridad personal, la propiedad, el bienestar general y el orden público deben ser analizados caso por caso, ya que solo en un control concreto es posible determinar cuando el ejercicio del derecho de reunión, manifestación o protesta, puede llegar a hacer nugatorio o afectar tales derechos. Si no es posible establecer esto, toda duda se resolverá en favor de los titulares del derecho de reunión.”
 (Negrita y subrayado fuera del texto)

120. En este sentido, la tensión entre la libertad y el orden público se ha resuelto siempre en favor de la primera, de acuerdo con parámetros internacionales, convencionales y constitucionales.

121. Sin embargo, debe analizarse en cada caso concreto si, en efecto, es válido limitar los derechos a la libertad de expresión y a la protesta pacífica para salvaguardar garantías de mayor jerarquía como la salud o la vida, pues, lo cierto es que la prerrogativa consagrada en el artículo 37 de la Constitución no es absoluta y no puede invocarse como pretexto para afectar de manera desproporcionada a los demás miembros de la sociedad.

122. Finalmente, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, interprete autorizado
 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la Observación General N° 37 de 2020 “relativa al derecho de reunión pacífica”, afirmó:

“41. La última parte de la segunda frase del artículo 21 establece los motivos legítimos por los que se puede restringir el derecho de reunión pacífica. Se trata de una lista exhaustiva que comprende los siguientes motivos: en interés de la seguridad nacional, la seguridad pública, el orden público (ordre public), la protección de la salud o la moral públicas o la protección de los derechos y libertades de los demás. 

(…)

47. Las restricciones impuestas para proteger “los derechos y libertades de los demás” pueden estar relacionadas con la protección de los derechos amparados por el Pacto o de otros derechos humanos de personas que no participen en la reunión. Al mismo tiempo, las reuniones entrañan un uso legítimo de los espacios públicos y de otros lugares, y dado que pueden causar, por su propia naturaleza, cierto grado de perturbación de la normalidad, se deben permitir esos trastornos, a menos que impongan una carga desproporcionada, en cuyo caso las autoridades deben poder justificar detalladamente las restricciones
.” (Negrita y subrayado fuera del texto)

2.7.1. La obstrucción de las vías públicas en el marco de la protesta pacífica

123. Como se expuso en precedencia, el carácter disruptivo del derecho fundamental a la protesta pacífica permite que una de las modalidades de su ejercicio sea la obstrucción a las vías o rutas.

124. No obstante, las vías son bienes públicos que tienen la virtualidad de ser utilizados por cualquier ciudadano, sin más limitaciones que las que impone la Ley, por lo que hay situaciones concretas que hacen necesario que dichas obstrucciones se levanten, comoquiera que pueden resultar afectados derechos de jerarquía superior como la salud o la vida.

125. Es decir, si existe una obstrucción en una vía por parte de un grupo de manifestantes, estos deben garantizar el tránsito de los profesionales de la salud o de las personas que deben movilizarse para recibir un tratamiento médico, pues, de no hacerlo generarían una carga desproporcionada a otros ciudadanos que no participan de las manifestaciones.

126. Así mismo, tampoco es constitucionalmente válido que se prohíba por un lapso extenso o indeterminado el paso de vehículos de carga que transportan bienes de primera necesidad como alimentos e insumos médicos, por cuanto ello produciría que los demás miembros de la sociedad resultaren gravemente afectados en el desarrollo de sus vidas al no poder abastecerse de productos vitales y necesarios para su subsistencia. 

127. Lo anterior, por cuanto todos los ciudadanos tienen el deber constitucional de velar por la garantía de los derechos fundamentales de los demás miembros de la sociedad y no es dable excusarse en el ejercicio de una prerrogativa para afectar desproporcionadamente a otras personas. 

128. Ahora bien, si una obstrucción a una vía no es pacífica o es desproporcionada, ya no se trataría del derecho a la protesta social protegido por la Constitución y esa conducta, ocasionalmente, podría ser considerada como un delito.

129. En efecto, el artículo 44 de la Ley 1453 de 2011 “Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad” adicionó el artículo 335A a la Ley 599 de 2000, el cual establece:

“ARTÍCULO 353A. OBSTRUCCIÓN A VÍAS PÚBLICAS QUE AFECTEN EL ORDEN PÚBLICO. <Artículo adicionado por el artículo 44 de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña o proporcione los medios para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura de transporte de tal manera que atente contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo, incurrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho meses (48) y multa de trece (13) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes y pérdida de inhabilidad de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena de prisión.

PARÁGRAFO. Se excluyen del presente artículo las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente en el marco del artículo 37 de la Constitución Política.”

130. Al respecto, la Corte Constitucional en la sentencia C-742 de 2012
, al resolver una demanda de inconstitucionalidad que se interpuso contra el artículo 335A de la Ley 599 de 2002, consideró, entre otras cosas, lo siguiente:

“7.11. Así, en síntesis, la incitación, constreñimiento, dirección, o proporción de medios sólo son punibles cuando se realizan por medios ilícitos. Pero el acto no puede considerarse típico del delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público, mientras no se haga puntualmente “para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura de transporte”. La finalidad de ese obrar por medios ilícitos, debe ser entonces concretamente la obstaculización temporal o permanente, selectiva o general, de las vías o la infraestructura de transporte. Pero además, de acuerdo con el título del tipo penal y los antecedentes de su expedición, debe necesariamente presentarse una efectiva “obstrucción a vías públicas”, que afecte el orden público. No basta entonces, por lo tanto, con la realización de los verbos antes referidos, por más que se logren por medios ilícitos y con el propósito de obstaculizar las vías o la infraestructura de transporte. Adicionalmente, debe haber una obstrucción cierta de dichas vías o infraestructura.

 

7.12. Claro que, aparte de todo lo anterior, para la tipicidad de la conducta es imprescindible que se demuestre en concreto que el acto se realizó “de tal manera” que atentó en realidad “contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo”. En esa orientación, y en función del bien jurídico protegido por la norma accionada, para que un acto pueda considerarse típico del delito de obstrucción a vías públicas que afecten el orden público, debe demostrarse que se alteró el funcionamiento regular de las vías o infraestructuras de transporte, en cuanto de ese modo se atente en concreto contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente o el derecho al trabajo. Y debe haber un daño al menos potencial para la seguridad pública. Todo esto es lo suficientemente claro en el Código Penal, y por ende la norma resulta conforme al principio de estricta legalidad.” (Negrita y subrayado fuera del texto)

131. En ese orden de ideas, las obstrucciones a las vías en el marco de las protestas y manifestaciones públicas resultan constitucionalmente válidas, siempre que ellas sean pacíficas y no afecten de manera desproporcionada los derechos de terceros, como ocurre cuando se limita el tránsito del personal médico o de vehículos de carga que transportan bienes de primera necesidad.

132. Ello significa que las obstrucciones violentas, caprichosas y arbitrarias no son objeto de protección constitucional, por lo que le corresponde a las autoridades y a la fuerza pública persuadir a los manifestantes para que las levanten o, en su defecto, adelantar las acciones necesarias para hacerlo, siempre respetando los derechos de las personas y utilizando de manera proporcional la fuerza.

133. En otras palabras, la reunión de un grupo de personas en una vía, que no sea pacífica y afecte gravemente los derechos fundamentales de los ciudadanos que no participan de ella, pierde su estatus de ejercicio de derecho fundamental y decae en una conducta sancionable por el ordenamiento jurídico. 

134. En el mismo sentido, la Corte Constitucional en la sentencia C-009 de 2018
, al resolver una demanda de inconstitucionalidad que se interpuso contra los artículos 53,54, 55, 56 y 57 de la Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el Código Nacional de Policía y Convivencia Ciudadana”, advirtió:

“Así pues, es claro que los derechos contemplados en el artículo 37 tienen un contorno material del cual no solo escapan los objetivos ilícitos, sino además las manifestaciones o reuniones violentas y, por lo tanto, es posible establecer como delitos la obstrucción de las vías y la perturbación en el servicio de transporte público sin que ello implique un límite al ejercicio de los mencionados derechos, al suceder en esferas completamente diferenciables. Aquí vale resaltar el hecho de que el que una manifestación pacífica obstruya las vías públicas o limite la circulación por algún lugar en razón a la ocupación de un espacio público no configura la tipicidad del delito, pues el objetivo de la misma no es obstruir las vías, sino comunicar una idea, lo cual se lleva a cabo en el marco de una reglamentación, aun cuando tenga el anterior efecto de manera temporal.

Muchas veces el ejercicio de estos derechos es un mecanismo de la protesta, la cual busca irrumpir en la cotidianidad para manifestar una idea acerca de un elemento de la vida en sociedad y “tiene como función democrática llamar la atención de las autoridades y de la opinión pública sobre una problemática específica y sobre las necesidades [de] ciertos sectores, en general minoritarios, para que sean tenidos en cuenta por las autoridades”. Sin embargo, tal ejercicio no puede paralizar el desarrollo normal de las actividades en comunidad. Lo anterior, en tanto, el derecho a protestar o a manifestarse públicamente no puede anular los derechos de las personas que no están en esa manifestación, aunque momentáneamente sí se les limiten algunos. 

(…)

Desde tal perspectiva, es evidente que el ejercicio de los derechos a la reunión y manifestación pública y pacífica, al tener lugar en el espacio público, inciden en los derechos y deberes de otros ciudadanos y en la posibilidad de su uso de los bienes públicos. Luego, aun cuando la protección a esta libertad es amplia, de su ejercicio no se puede desencadenar un desequilibrio irrazonable en relación con los derechos de terceros, la seguridad ciudadana y el orden público ni puede significar un bloqueo absoluto de la vida en sociedad. No obstante, se debe recordar que estas posibles tensiones deben abordarse desde la razonabilidad y la proporcionalidad.” (Negrita y subrayado fuera del texto) 

2.8. Caso concreto

135. El señor Salomón Tapasco Velásquez aseguró que se vulneraron sus derechos fundamentales a la libre locomoción, al trabajo y a la “CONSERVACIÓN DEL ORDEN PÚBLICO Y RESTAURADO EN DONDE FUERE TURBADO”, con ocasión de la omisión de las autoridades accionadas de levantar los “bloqueos ilegales” que se presentaron en las vías del departamento del Valle del Cauca y de la ciudad de Santiago de Cali durante las protestas y manifestaciones públicas que iniciaron el 28 de abril de 2021.

136. Por su parte, la Presidencia de la República afirmó que los miembros de la Policía Nacional y del Ejército Nacional habían realizado “97 operaciones de desbloqueo” en el departamento del Valle del Cauca, removieron 10 toneladas de escombros de las vías, prestaron el servicio de escolta a caravanas de vehículos de carga que transportaban bienes de primera necesidad y establecieron patrullas mixtas que se ubicaron en los “principales ejes viales”.

137. Así mismo, la Alcaldía de Santiago de Cali sostuvo que “a la fecha no se presentan bloqueos masivos y permanentes en los diferentes sectores de la ciudad” y que el desabastecimiento que se presentó, en su momento, es “un hecho superado”.

138. Adicionalmente, la Gobernación del Valle del Cauca indicó que implementó mesas de diálogo con los manifestantes y producto de ello se logró “abrir un corredor vial para abastecer los diferentes municipios”.

139. En ese orden de ideas, la Sala advierte que en la controversia constitucional planteada por el accionante se configuró el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado, con fundamento en las razones que se exponen a continuación:

140. El señor Salomón Tapasco Velásquez puso de presente que, las obstrucciones a las vías del departamento del Valle del Cauca y de la ciudad de Santiago de Cali ocasionaron el desabastecimiento de alimentos, medicamentos e insumos médicos “hasta el punto de ocasionar muertes de compatriotas como fue la muerte de una bebé intubada que se trasladaba en un vehículo médico en la vía Buenaventura – Cali”.

141. Aunado a lo anterior, indicó que las obstrucciones en las vías le han impedido llegar a su sitio de trabajo y que su empleador tuvo enviar a todo el personal a vacaciones colectivas, debido a que suspendió temporalmente las operaciones productivas.

142. Igualmente, arguyó que el 9 de mayo de 2021 debía realizarse unos exámenes médicos y no pudo asistir a los mismos debido a que los manifestantes no le permitieron ingresar a la parte de la ciudad de Santiago de Cali en donde se ubicaba el centro de salud, a pesar de que exhibió las órdenes médicas.

143. Estas situaciones, en efecto, comportan una vulneración a los derechos fundamentales del accionante al trabajo y a la salud, así como una amenaza a su garantía constitucional a la vida.

144. Si bien los manifestantes del departamento del Valle del Cauca y de la ciudad de Santiago de Cali, en principio, se encontraban ejerciendo la prerrogativa consagrada en el artículo 37 de la Constitución, lo cierto es que la intensidad de la modalidad que eligieron para hacerlo resultó afectando de manera grave y desproporcionada los derechos fundamentales del señor Salomón Tapasco Velásquez.

145. Ello, de conformidad con el marco internacional, convencional y constitucional expuesto en el numeral 2.7. de la parte considerativa de esta providencia, que establece que el ejercicio del derecho a la protesta pacífica afecta de manera grave y desproporcionada los derechos de quienes no participan en las manifestaciones, cuando se limita la provisión de alimentos, la prestación de servicios médicos y el trabajo.

146. Estas conclusiones encuentran respaldo en las Observaciones y Recomendaciones de la visita de trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a Colombia realizada del 8 al 10 de junio de 2021. En efecto, en el referido informe se advirtió, entre otras cosas, lo siguiente:

“137. De acuerdo con información suministrada por el Estado, las actividades de protesta habrían afectado el abastecimiento de alimentos, medicinas y combustibles en 26 departamentos y 311 municipios del país, especialmente en los departamentos de Valle del Cauca, Cauca, Nariño, Huila, Cundinamarca y Bogotá. Por otra parte, el 94% de las empresas del país han denunciado afectaciones a sus ventas por actividades relacionadas con la protesta, siendo los sectores más damnificados la construcción, el comercio, el transporte, alojamiento y agricultura. Por ejemplo, grupos empresariales del Valle del Cauca indicaron que tras 43 días de corte de ruta en la vía Panamericana se habría generado la pérdida de alrededor de 97 mil empleos.

138. La Comisión expresa especial consternación por el fallecimiento de dos bebés, presuntamente sucedida debido a la falta de atención médica en el marco de las disrupciones ocasionadas por las protestas.
(…)

143. Durante la visita, la CIDH pudo observar que no todos los cortes de ruta ocurren de la misma forma o tienen características equivalentes. Según lo informado por la Policía Nacional, en las jornadas de manifestaciones se presentaron al menos 1.937 puntos de bloqueos de vía. De estos, 1.776 tuvieron una duración de 1 a 3 días, 46 duraron de 4 a 6 días, 115 se extendieron por más de 7 días y 9 se mantuvieron por 30 o más días
, particularmente en el departamento del Valle del Cauca.

144. Por otra parte, tanto el Estado como personas que dieron sus testimonios informaron durante la visita, varios de estos bloqueos habrían causado vulneraciones al derecho a la vida, a la salud, a la libertad de locomoción y al trabajo. Adicionalmente, dichos bloqueos habrían afectado a diferentes sectores económicos del país, incluyendo la producción y distribución de alimentos e insumos básicos, el traslado de pacientes e insumos médicos y el abastecimiento de combustible. De manera particular, el Estado informó que algunos bloqueos obstaculizaron la circulación de ambulancias y el tránsito de bienes vitales en vías estratégicas. Tal es el caso de la vía que conduce al puerto de Buenaventura, donde llega el 35 por ciento de la carga nacional y desde donde se trasladan insumos químicos para potabilizar el agua en el país.” (Negrita y subrayado fuera del texto)
147. De lo expuesto ut supra, resulta claro que en las vías del departamento del Valle del Cauca se han presentado obstrucciones que han afectado de manera grave y desproporcionada los derechos fundamentales de las personas que no participan en las manifestaciones. 

148. En ese orden de ideas, la Sala hará una advertencia
 al Comité Nacional del Paro y a los manifestantes del departamento del Valle del Cauca para que se abstengan de obstruir las vías en tal intensidad que resulten gravemente afectados los derechos a la vida, a la salud y al trabajo de las personas que no participan de las concentraciones y protestas.

149. Lo anterior, con el fin de que el ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 37 de la Constitución no decaiga en una conducta sancionable por el ordenamiento jurídico, como lo prevé el artículo 353A de la Ley 599 de 2000.

150. Así mismo, para que la comunidad en general conozca de las consideraciones expuestas en esta providencia respecto de la obstrucción de vías en el ejercicio del derecho fundamental a la protesta pacífica, se oficiará a la Oficina de Prensa del Consejo de Estado para que publique en la página web de la Corporación copia digital íntegra de esta sentencia.

151. Por otra parte, se advierte que los hechos que motivaron la interposición de la solicitud de amparo se superaron, comoquiera que en la ciudad de Santiago de Cali no persisten las obstrucciones de ruta, en el departamento del Valle del Cauca se han implementado corredores humanitarios que garantizan el abastecimiento y la Fuerza Pública está brindando protección en las principales vías.

152. Así mismo, se pone de presente que las pretensiones de la demanda carecen de objeto, por cuanto ellas se formularon en los siguientes términos:

“2. En consecuencia, solicito la disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del Distrito especial de Santiago de Cali.

3. Disolución permanente de los bloqueos a las vías públicas del departamento del Valle del Cauca.”

153. Ello significa que no existe la necesidad de que este juez constitucional profiera una orden que haga cesar la vulneración de los derechos fundamentales del señor Salomón Tapasco Velásquez, pues, la situación que generó el agravió ya se superó. 

154. Así las cosas, habrá que declararse la carencia actual de objeto por hecho superado. 

2.9. Conclusión

155. Se configuró el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado, toda vez que las obstrucciones a las vías del departamento del Valle del Cauca y la ciudad de Santiago de Cali no persisten y la Fuerza Pública está brindando protección en las principales vías.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

III. FALLA

PRIMERO: NEGAR las solicitudes de desvinculación formuladas por la Procuraduría General de la Nación y la Gobernación del Valle del Cauca, de conformidad con los argumentos expuestos en el numeral 2.2.2. de la parte considerativa de esta providencia.

SEGUNDO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO en la acción de tutela que ejerció el señor Salmón Tapasco Velásquez, debido a que las obstrucciones a las vías del departamento del Valle del Cauca y la ciudad de Santiago de Cali no persisten y la Fuerza Pública está brindando protección en las principales vías, de conformidad con los argumentos expuestos en el numeral 2.8. de la parte considerativa de esta providencia.

TERCERO: ADVERTIR al Comité Nacional del Paro y a los manifestantes del departamento del Valle del Cauca para que se abstengan de obstruir las vías en tal intensidad que resulten gravemente afectados los derechos a la vida, a la salud y al trabajo de las personas que no participan de las concentraciones y protestas.

CUARTO: OFICIAR a la Oficina de Prensa del Consejo de Estado para que publique en la página web de la Corporación copia digital íntegra de esta sentencia, con el fin de que la comunidad en general conozca de las consideraciones expuestas en esta providencia respecto de la obstrucción de vías en el ejercicio del derecho fundamental a la protesta pacífica.
QUINTO: NOTIFICAR a las partes y terceros intervinientes, en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.

SEXTO: En el evento de no ser impugnada esta decisión, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUIS ALBERTO ÁLVAREZ PARRA

Magistrado

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Magistrado
Esta decisión fue generada con firma electrónica, la cual tiene plena validez y efectos jurídicos, conforme a lo dispuesto en la Ley 527 de 1999 y el Decreto 2364 de 2012.
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� “Artículo 53. Ejercicio del derecho de reunión y manifestación pública y pacífica en el espacio público. Toda persona puede reunirse y manifestarse en sitio público con el fin de exponer ideas e intereses colectivos de carácter cultural, político, económico, religioso, social o de cualquier otro fin legítimo.”
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� Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-416, 28.08.97., M.P. Antonio Barrera Carbonell.


� Corte Constitucional, Sala Séptima de Revisión, Sentencia T-083, 15.02.10., M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional, Sala Cuarta de Revisión, Sentencia T-176, 14.03.11., M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, Sentencia T-435, 12.08.16., M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia SU-454, 25.08.16., M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Sobre el mismo tema, ver Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, Sentencia T-511, 08.08.17., M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. Así mismo, Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión, Sentencia T-318, 19.09.18., M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, en la cual se señaló: “En el marco de los procesos de amparo, previo al estudio del fondo del caso planteado, el juez constitucional debe verificar el cumplimiento de los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, que al tenor del artículo 86 de la Carta Política y del Decreto 2591 de 1991, se sintetizan en: (i) la existencia de legitimación en la causa por activa y por pasiva; (ii) la instauración del recurso de protección de manera oportuna (inmediatez); y (iii) el agotamiento de los mecanismos judiciales existentes, salvo que tales vías no sean eficaces o idóneas, o en su defecto se configure la ocurrencia de un perjuicio irremediable (subsidiariedad)”.


� Cabe destacar que el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta, ha venido aplicando la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, estudiando en las acciones de tutela la legitimación en la causa por activa y por pasiva. Sentencia 27.02.20., M.P. Rocío Araújo Oñate, Rad. 11001-03-15-000-2019-05083-00.


� Ver, por ejemplo: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta. Sentencias del 15.11.17, M.P. Alberto Yepes Barreiro, Rad. 2017-00085-01 y del 19.10.17., M.P. Rocío Araújo Oñate, Rad. 2017-2365-00.


� Corte Constitucional, Sentencia T-481 1.09.2016, M.P. Carlos Bernal Pulido


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, bajo el número 5, la cual se transcribe literalmente: “Sentencias: SU-225 de 2013; T-317 de 2005”».


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, bajo el número 6, la cual se transcribe literalmente: “Ver sentencias T-988 de 2007, T-585 de 2010 y T-200 de 2013”».


� Corte Constitucional. Sentencia T-038 del 01.02.19. M.P. Cristina Pardo Schlesinger.


� Sentencia T-481 del 1.09.16 M.P. Carlos Bernal Pulido


� A manera de ejemplo, ver la sentencia T-662 del 29.11.16. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, con el número 45, la cual se transcribe literalmente: “Esto se debe a que la Corte Constitucional, como Juez de máxima jerarquía de la Jurisdicción Constitucional tiene el deber de determinar el alcance de los derechos fundamentales cuya protección se solicita».


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, con el número 46, la cual se transcribe literalmente: “Ver sentencia T-612 de 2009».


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, con el número 47, la cual se transcribe literalmente: “Sentencia T-170/09».


� «Corte Constitucional. Sentencia T-112/2010, M.P. Mauricio González Cuervo».


� «Sentencia T-311 de 2012 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva».


� «Sentencia T-170 de 2009 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto».


� «Sentencia T-576 de 2008 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto».


� «Sentencia SU-225 de 2013 M.P. Alexei Julio Estrada».


� «Sentencia T-576 de 2008 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto».


� «Corte Constitucional. Sentencia T-662 de 2016».


� «Corte Constitucional. Sentencia T-030/2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado».


� «Corte Constitucional. Sentencia SU-522/2019, M.P. Diana Fajardo Rivera».


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, Protesta y Derechos Humanos (estándares sobre los derechos involucrados en la protesta social y las obligaciones que deben guiar la respuesta estatal). Septiembre de 2019. Relator Especial: Edison Lanza. 


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-742 del 26.09.21. M.P. María Victoria Calle Correa. Expediente: D-8991. 


� Ibídem


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-742 del 26.09.21. M.P. María Victoria Calle Correa. Expediente: D-8991


� Ibídem. 


� Ibídem.


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-742 del 26.09.21. M.P. María Victoria Calle Correa. Expediente: D-8991


� Ibídem.


� Ibídem.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia López Lone y otros Vs. Honduras de 05.10.15.


� “Artículo 16.  Libertad de Asociación. (…)  El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.”


� “Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión


(…) 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:


 a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o


 b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.”


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, Protesta y Derechos Humanos (estándares sobre los derechos involucrados en la protesta social y las obligaciones que deben guiar la respuesta estatal). Septiembre de 2019. Relator Especial: Edison Lanza: p18.


� Ibídem: p20.


� Ibídem.


� Ibídem. 


� Ibídem. 


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-223 del 20.04.17., M.P. Alberto Rojas Ríos.


� En el mismo sentido, la Corte Constitucional en la sentencia C-483 de 2013 afirmó: “De acuerdo con el Comité de Derechos Sociales, intérprete autorizado del PIDESC”.


� Ob. Cit. “Stambrovsky c. Belarús (CCPR/C/112/D/1987/2010), párr. 7.6; y Pugach c. Belarús (CCPR/C/114/D/1984/2010), párr. 7.8.” 


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-742 del 26.09.12., M.P. María Victoria Calle Correa.


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-009 del 07.03.18., M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Ob. Cit. “Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial visita CIDH Protesta Social Abril-Julio de 2021, págs. 23-25.”


� Esto, de conformidad con las sub reglas de decisión aplicables a los escenarios de carencia actual establecidas por la Corte Constitucional en la sentencia SU-522 de 2019, en los siguientes términos: “(ii) En los casos de hecho superado o situación sobreviniente: no es perentorio que el juez de tutela haga un pronunciamiento de fondo. Sin embargo, y especialmente tratándose de la Corte Constitucional actuando en sede de revisión, podrá emitir un pronunciamiento de fondo cuando lo considere necesario para, entre otros: a) llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela y tomar medidas para que los hechos vulneradores no se repitan; b) advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes; c) corregir las decisiones judiciales de instancia; o d) avanzar en la comprensión de un derecho fundamental.” (Negrita y subrayado fuera del texto)
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